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CONCLUSIONES

PRIMERA. El juicio ejecutivo cambiario regulado por la vigente
LEC es un proceso de ejecución, especial y sumario. Sus orígenes,
processus executivus o mandatum de solvendo sine clausula del
Derecho intermedio, le imprimieron un carácter que se ha mantenido
desde su recepción por nuestro Derecho histórico hasta la actualidad.

En el Ordenamiento sobre Administración de Justicia de 1360
se establecieron los trámites para la ejecución de deudas pecuniarias
líquidas por títulos ejecutivos extrajudiciales. Este procedimiento
permitía al acreedor cobrar aquellos créditos que constaban de forma
fehaciente sin experimentar las dilaciones propias de la vía ordinaria.
Se distinguieron tres momentos básicos: inicio de la ejecución tras la
presentación del documento al que la ley otorgaba fuerza ejecutiva;
posible oposición a la misma, a través de un incidente sumario (se
establecían límites a las excepciones que podían ser opuestas, así
como a los medios de prueba que podían practicarse) que suspendía la
ejecución y finalizaba por sentencia; y la continuación de la ejecución
(remate).

Ni la estructura, ni la función del citado procedimiento, propias
de un proceso de ejecución, experimentaron cambios relevantes en los
posteriores textos legislativos. Incluso se declararon aplicables a la
ejecución de sentencia passada en cosa juzgada (Lex Toletana,
1480), estableciéndose, por tanto, una única tramitación
independiente del origen del título ejecutivo. Esta situación no sólo se
consolida en el Título XXI, Libro IV, de la Nueva Recopilación
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(1567) y en el Título XXVIII, Libro XI de la Novísima Recopilación
(1805), sino que en la primera ley de enjuiciamiento que se dicta en
nuestro país -Ley de Enjuiciamiento sobre los negocios y las causas
de comercio, de 24 de julio de 1830- la ejecución de los títulos
judiciales y extrajudiciales se sustancia por los mismos cauces
procedimentales (arts. 305 y ss). En la citada Ley se establecen, por
primera vez, de modo ordenado y preciso los trámites del
procedimiento ejecutivo: despacho de la ejecución, requerimiento de
pago, embargo, citación de remate, posible incidente de oposición,
sentencia y apremio.

La LEC de 1855 rompe con el sistema unitario de ejecución
forzosa vigente hasta su promulgación. Separa del histórico cuerpo
común a toda ejecución los preceptos propiamente específicos de la
ejecución de sentencias de condena, dejando la práctica totalidad de
las normas relativas al proceso de ejecución (embargo de bienes,
oposición a la ejecución, procedimiento de apremio y tercerías) en
sede de juicio ejecutivo, convertido, ahora, en un proceso de
ejecución especial. Esta nueva ordenación del proceso de ejecución es
confirmada por la LEC de 1881, sin que ninguna ley posterior la haya
alterado.

SEGUNDA. La evolución en el título ejecutivo es, quizá, más
patente. Este hecho es, por otra parte, lógico, pues, responde al interés
de soslayar la "vía ordinaria" o "juicio ordinario" como único medio
para obtener un título ejecutivo. La fórmula para lograrlo consistió en
otorgar fuerza ejecutiva a documentos distintos de la sentencia de
condena. Primero accedieron a la categoría de título ejecutivo los
documentos públicos (instrumenta confesionata, instrumenta
guarentigiata} y posteriormente, la ley la concedió a los documentos
privados (scripturae privatae*). La consagración de la letra de cambio,
aceptada y reconocida, como título ejecutivo inmediato y general se
produce por la Pragmática Sanción expedida por Carlos III, el 2 de



559

junio de 1782. Desde entonces la letra de cambio ha tenido ftierza
ejecutiva por disposición expresa de la ley.

TERCERA. La indagación histórica ha puesto de manifiesto la
naturaleza ejecutiva del juicio ejecutivo cambiario. Su estructura
responde a la función que se le encomienda: obtener sin dilaciones
indebidas la tutela judicial de aquellos créditos líquidos consignados
en un título ejecutivo. La característica básica del proceso de
ejecución, ordinario o especial, se halla en su inicio. Al acreedor le
basta con presentar un título ejecutivo regularmente formal para que
el Juez, sin oír al deudor y sin realizar enjuiciamiento alguno sobre el
fondo, acuerde el despacho de la ejecución. Por tanto, la ejecución se
inicia sin que se acredite, plenamente, que ha surgido la
responsabilidad por incumplimiento de la obligación consignada en el
título. En este contexto, el incidente de oposición a la ejecución, que
se incoa una vez iniciada ésta y asegurado su resultado, salvaguarda
la licitud de la ejecución. Este es, a nuestro entender, el enfoque
correcto que, por otra parte, es mantenido por un autorizado sector de
la doctrina procesal. Sin embargo, otro sector, así como la mayoría de
la jurisprudencia sobre el tema -en particular la del Tribunal
Supremo-, sostiene que el juicio ejecutivo es un proceso de
declaración, especial y sumario. Al estar previsto un incidente
declarativo que termina con una sentencia, la ejecución sólo puede
comenzar desde que aquélla se dicta.

CUARTA. La necesidad de una actividad jurisdiccional de
declaración en el proceso de ejecución no sólo viene impuesta cuando
el título ejecutivo es extrajurisdiccional, sino también cuando se
despacha ejecución en base a una sentencia firme de condena. Si el
legislador hace depender el derecho del acreedor al despacho de la
ejecución de un conjunto de hechos diverso del que funda la acción
ejecutiva, y prohibe al Juez, en el momento de despachar ejecución,



560

que analice la existencia o subsistencia del derecho a la tutela, es
perfectamente posible que el proceso de ejecución se inicie y
transcurra sin que exista acción ejecutiva.

Teniendo en cuenta lo expuesto, cabe sostener que el eventual
incidente declarativo de oposición es una fase común a todo proceso
de ejecución y, por tanto, no contraría la naturaleza ejecutiva del
juicio ejecutivo cambiario. Hasta la entrada en vigor de la LEC de
1855, en la tramitación del proceso de ejecución singular estaba
previsto un incidente de oposición a la ejecución. Al regular la
anterior LEC en títulos separados la ejecución de sentencias y la de
títulos ejecutivos extrajurisdiccionales, comete, entre otros errores, el
siguiente: no poner a disposición de las partes un cauce procesal
específico mediante el cual aquéllas pudieran ejercer un control de la
ejecución. Los comentaristas de la citada Ley percibieron el error y
apuntaron que el procedimiento de incidentes era la vía procesal
apropiada. Sin embargo, este vacío legal se mantiene en la LEC
vigente, ocasionando graves confusiones. Así, cuando el título
ejecutivo es una sentencia firme de condena, o uno de los títulos que a
ella se equiparan, o cualquier otro título judicial, no es correcta la
remisión a los arts. 1464 y ss. LEC: en primer lugar, porque en el
proceso de ejecución ordinario debe ser respetada la intangibilidad
del fallo; y, en segundo, porque la imposibilidad de que el ejecutado
inste un juicio declarativo posterior debe determinar la tramitación del
incidente.

Las propuestas que se hacen en nuestro país tendentes a
establecer, de forma definitiva, una regulación de la oposicion.de
fondo a la ejecución están avaladas por el Derecho positivo de otros
Estados. Basándose, bien en el principio de audiencia que debe
informar, en todo caso, el proceso de ejecución, bien en la adopción
de la forma contradictoria, el Derecho procesal italiano, así como el
alemán y francés regulan expresamente la oposición a la ejecución y
la configuran como una parte integrante de la misma.
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QUINTA. El estudio de Derecho comparado destinado a analizar la
protección jurisdiccional de los derechos cambiarios revela la
existencia en los ordenamientos jurídicos italiano, alemán y francés
de vías procesales específicas para el ejercicio de la acción cambiaria.
En Italia las singularidades de naturaleza procesal derivadas del rigor
cambiario e impuestas por la normativa cambiaria y procesal se
materializan tanto en los procesos de declaración (ordinario y
monitorio), como en el de ejecución, de suerte que se denomina
proceso cambiario a aquel proceso especial que tiene por finalidad
obtener una rápida y plena satisfacción del crédito cambiario. Por
tanto, el derecho cambiario se tutela bien sea con una acción ejecutiva
(arts. 63 y 64 Legge cambiaria), bien sea con una acción declarativa
de condena (art. 65 Legge cambiaria), sin que sea exacto identificar
acción cambiaria y acción ejecutiva. El art. 64 de la Legge cambiaria
es, a nuestro entender, el antecedente legislativo inmediato del art. 68
LCCH. Aquella norma debe encuadrarse en su ámbito de aplicación
que es el proceso de ejecución, en concreto en la oposición a la
ejecución, sin olvidar su consecuencia jurídica: la suspensión de
dicho proceso.

En Alemania, al no ser la letra de cambio, el pagaré y el cheque
títulos ejecutivos, y al resultar el ejercicio de la acción cambiaria en
vía declarativa ordinaria contrario al rigor cambiario, el
procedimiento documental y el monitorio constituyen los trámites
propios del Derecho cambiario. En ambos procedimientos se
establecen especialidades procesales en razón de la materia.

En Francia ni la letra de cambio ni el pagaré tienen la
consideración de título ejecutivo. Ahora bien, para facilitar el cobro
de la deuda cambiaria se regula un procedimiento declarativo especial
(monitorio documental) cuyo fin consiste en obtener de forma rápida
un título ejecutivo. Los peligros ocasionados por las eventuales
dilaciones procedimentales provocadas por el deudor, pueden evitarse
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con el secuestro de los bienes muebles del deudor (art. 158 Code de
commercé). Por lo que respecta al cheque, la normativa vigente
permite al tenedor de un cheque impagado por falta de provisión de
fondos conseguir frente al librador un certificado de falta de pago,
equivalente a un mandamiento de pago, que en caso de ser inatendido
comporta la expedición de un título ejecutivo.

SEXTA. Desde la entrada en vigor de la LCCH, el pagaré y el cheque
son, del mismo modo que la letra de cambio, títulos ejecutivos por la
forma. Del sistema establecido en la citada ley se desprende que el
acceso de la letra de cambio, pagaré y cheque al juicio ejecutivo
cambiario no está subordinado, a no ser que se exija expresamente, a
ningún tipo de actuación preparatoria de carácter público que los
integre o les atribuya fuerza ejecutiva. Ahora bien, en virtud de la
remisión que el art. 1429.4° LEG efectúa a la LCCH, los requisitos
constitutivos del título de crédito lo son, a su vez, del título ejecutivo.
Por tanto, el análisis de la regularidad formal del título ejecutivo, que
consiste en determinar si el documento presentado como base de la
ejecución se halla entre los que la norma procesal cataloga como
ejecutivos y si reúne los requisitos que la misma requiere para los de
su clase, se circunscribe, esencialmente, al Derecho cambiario.

La regulación de un incidente de oposición a la ejecución no
dispensa al Juez de analizar con rigor, en el trámite de admisión de la
demanda ejecutiva, aquellos requisitos de carácter formal a los que se
encuentra subordinada la fuerza ejecutiva de la letra de cambio,
pagaré y cheque. Si dichos títulos no reúnen todos los requisitos no
subsanables exigidos por los arts. 1, 94 y 106 LCCH, el Juez debe
denegar el despacho de la ejecución.

Las menciones que preceptivamente han de constar en una letra
de cambio, un pagaré y un cheque los hacen especialmente aptos para
desempeñar las funciones de un título ejecutivo. Así, el "mandato" o
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"la promesa pura y simple de pagar una suma determinada en pesetas
o en moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial"
fundamenta la actuación de la sanción y delimita la medida y el
alcance de la ejecución. Las personas que ostentan las respectivas
calidades de acreedor y deudor vienen determinadas en el título
cambiario. Junto a las anteriores menciones, tienen una singular
relevancia procesal: el vencimiento, pues, el despacho de la ejecución
sólo procede -con excepción de lo previsto en el art. 50.2 LCCH- por
deudas vencidas; el lugar en que se ha de efectuar el pago, que sirve
para determinar qué Juez de Primera Instancia será competente por
razón del territorio; la fecha y el lugar del libramiento, a los que se
encomienda la misión de fijar el vencimiento de las letras de cambio y
pagarés librados a un plazo desde la fecha, computar los intereses
convencionales y determinar la ley aplicable en caso de conflicto de
leyes. Todas estas menciones se refieren a la declaración cambiaria
originaria o fundamental a cuya validez están subordinadas las
restantes declaraciones cambiarías.

En sede de requisitos formales del título ejecutivo, los
problemas más importantes surgen de los defectos que se producen en
su plasmación en el documento. Frente a un mismo defecto, la
jurisprudencia adopta posturas radicalmente opuestas: en ocasiones
declara la invalidez del documento como título ejecutivo; en otras, en
cambio, le reconoce fuerza ejecutiva. La falta de uniformidad en la
interpretación jurisprudencial era, por otra parte, de fácil pronóstico,
pues las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en los
juicios ejecutivos cambiarios no son recurribles en casación (cfr. art.
1687 LEG). La existencia de sentencias contradictorias, que
menoscaban el principio de seguridad jurídica consagrado en el art.
9.3 CE, es la consecuencia jurídica más grave que se deriva de la
constatada disparidad.

La omisión de la clase de moneda en la que se expresa la deuda
cambiaria, del lugar de pago, la falta de consignación del tomador en
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la letra de cambio y la eficacia de los títulos-valores en blanco, son
las cuestiones respecto de las cuales la polarización de la
jurisprudencia es más acusada.

Por lo que respecta al pagaré librado en garantía de operaciones
bancadas de crédito y préstamo, el Juez podrá denegar el despacho de
la ejecución si de la demanda ejecutiva y de los documentos que se
acompañan se desprende que el libramiento del pagaré encierra un
fraude de ley. Si el Juez despacha ejecución, el ejecutado puede alegar
la falta de validez del pagaré, por constituir su libramiento un fraude
de ley, y la iliquidez de la deuda. En el supuesto de que fuera
aplicable a los contratos de préstamo y crédito la Ley General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, si las cláusulas referentes a
la emisión del pagaré en blanco se estiman contrarias a las exigencias
de buena fe y justo equilibrio de las prestaciones, el ejecutado podrá
defenderse alegando la nulidad de la obligación cambiaria y del
propio pagaré. Sin cuestionar la validez del título cambiario, el
ejecutado puede oponer la excepción de completamiento abusivo del
pagaré en blanco o alegar plus petición.

SÉPTIMA. El requisito del timbre es una exigencia de origen fiscal.
Ni la LCCH, ni la LEC subordinan el carácter cambiario y la fuerza
ejecutiva de la letra de cambio al cumplimiento del Impuesto sobre
Actos Jurídicos Documentados. Esta circunstancia debe ser tenida en
cuenta para poder delimitar la influencia del citado requisito sobre la
ejecutividad de la letra de cambio; en definitiva, sobre la tutela
judicial efectiva en materia cambiaria. A nuestro entender, el rigor
cambiario no puede estar sometido a un encubierto rigor fiscal, que
además no es equitativo, pues, si el hecho imponible del Impuesto
sobre Actos Jurídicos Documentados es la emisión de la letra de
cambio, la imposición de la sanción correspondiente a la infracción
tributaria no debería depender del procedimiento judicial elegido por
el acreedor, sino que debería hacerse efectiva en todo caso.
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La SIC (Pleno) 141/1988, de 12 de julio formula las directrices
que, con carácter general, deben informar la eficacia de las normas
fiscales en el ámbito del proceso. En síntesis, el Tribunal
Constitucional entiende que una norma fiscal es contraria al art. 24.1
CE cuando suspende o elimina la garantía jurisdiccional que es
complemento obligado de toda norma sustantiva. Pues bien, teniendo
en cuenta que la letra de cambio ha sido, desde sus orígenes, título
ejecutivo; que la acción cambiaria es, en esencia, una acción
ejecutiva; y que, por tanto, la efectiva tutela judicial en el ámbito
cambiario se obtiene en el juicio ejecutivo, cabe proponer, de lege
ferendo, que la irregularidad fiscal de la cambial no debería ser
sancionada con la pérdida de fuerza ejecutiva que le ha sido otorgada
por la ley material y la procesal.

Aun cuando según el art. 37.1 del TR del ITP y AJD refiera el
cumplimiento del requisito fiscal al momento de la extensión de la
letra de cambio, de lege data no puede rechazarse, a nuestro parecer,
la posibilidad de que la irregularidad fiscal de la letra de cambio
pueda subsanarse. La subsanación permite que la letra de cambio
conserve su eficacia ejecutiva y que la norma fiscal alcance su fin.
Así, en un buen número de sentencias se ha admitido el reintegro
posterior a la extensión de la letra de cambio, estimándose suficiente
para la conservación de la fuerza ejecutiva, que la letra de cambio esté
correctamente timbrada en el momento de deducir la demanda. Es
más, a nuestro entender, debe permitirse la subsanación de la
irregularidad fiscal una vez ha sido presentada la demanda ejecutiva.
En caso contrario, se producirá una desproporción, valorada
negativamente por el Tribunal Constitucional, entre el objetivo que se
persigue (la recaudación del impuesto) y el modo en que se opera
(negar la entrada en el proceso de ejecución). Esta conclusión se
fundamenta, básicamente, en la constante doctrina del Tribunal
Constitucional sobre el modo de actuar frente al incumplimiento de
un presupuesto o requisito procesal subsanable.
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OCTAVA. El art. 66 LCCH es la culminación de una política
legislativa, iniciada en 1954, tendente a lograr una perfecta y
completa efectividad de la letra de cambio. Desde esta perspectiva,
cabe sostener que, según el legislador, las diligencias preparatorias de
la ejecución reguladas en los arts. 1430 y 1431 LEC no protegían,
suficientemente, los intereses del acreedor cambiario: si su resultado
era negativo, tan sólo podía ejercitar la acción cambiaría declarativa
(art. 1433.2 LEC). Tampoco las actuaciones extrajudiciales
sancionadas por la Ley de 1954 -esto es, la intervención de los actos
realizados por los distintos sujetos cambiarios y la legitimación de sus
firmas- evitaron que el despacho de la ejecución quedara a merced
exclusiva del deudor. La solución del Derecho cambiario ha
consistido en otorgar fuerza ejecutiva directa a unos simples
documentos privados: letra de cambio, pagaré y cheque. Sin embargo,
esta solución no es acorde con el Derecho procesal, pues, olvida que
el despacho de la ejecución inaudita parte débitons se funda en un
documento, título ejecutivo, del que se desprende una certeza jurídica
suficiente de la existencia de la deuda. Ahora bien, desaparecidas las
garantías y los mecanismos que justifican la entrada directa en el
patrimonio del deudor, ya no es conforme a derecho el despacho de la
ejecución sin permitir al Juez analizar si el acreedor tiene derecho a
ella y sin oír al deudor.

NOVENA. En el sistema de la LCCH, el ejercicio de la acción
cambiaria directa -ordinaria o ejecutiva- no está subordinado al
levantamiento del protesto. Por tanto, bastará que junto con la
demanda ejecutiva se acompañe el título cambiario para que el Juez
acuerde despachar ejecución frente al aceptante y sus avalistas (art.
49.2 LCCH). Por el contrario, el protesto es, como regla general,
presupuesto formal de la acción cambiada de regreso (art. 63.1.b
LCCH). Ahora bien, la función del protesto en el ámbito de las
acciones de regreso no implica la construcción del título ejecutivo por
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integración, pues la función conservativa es desempeñada también
por las declaraciones que lo sustituyen (art. 51.2 LCCH); tan sólo
constituye, cuando lo exija de forma expresa el librador, un requisito,
o conditio iuris, de dichas acciones.

La pérdida de relevancia del protesto se constata además en la
regulación de su exclusión, que se produce, bien por voluntad expresa
de un obligado en vía de regreso (art. 56.1 LCCH), bien por
disposición legal (arts. 51.1, 51.6 y 64 LCCH). Entre los supuestos
legales de exclusión la LCCH incluye la presentación de
determinadas resoluciones judiciales que acreditan ciertas situaciones
de insolvencia -providencia teniendo por solicitada la suspensión de
pagos y auto declarativo de la quiebra o concurso-. No obstante,
respecto de un caso de insolvencia previsto en el art. 50.2 LCCH, que
es el embargo infructuoso de los bienes del librado o aceptante, no
prevé la LCCH para la conservación ni para el ejercicio de la acción
de regreso antes del vencimiento, la sustitución del protesto notarial o
de la declaración equivalente. Podría pensarse que en este caso no
cabe otra posibilidad que levantar el protesto o emitir la declaración
equivalente. Ahora bien, en este punto la LCCH presenta una
importante laguna puesto que no permite realizar las citadas
diligencias antes del vencimiento. A pesar de ello, la única solución
posible, a nuestro entender, consiste en levantar el protesto por falta
de pago aunque sea antes del vencimiento. Esta es, por otra parte, la
respuesta que se dio por el CCom, así como por la Legislación
Uniforme de Ginebra y por el Derecho comparado.

DÉCIMA. En el sistema de la LCCH no cabe hablar, en rigor, de
integración del título cambiario, pues su eficacia ejecutiva no depende
de la realización de actos ulteriores a su extensión. Así, no son
necesarios ni el reconocimiento judicial de las firmas (art. 66); ni su
legitimación o la intervención de las diferentes declaraciones
cambiarías; ni el protesto para el ejercicio de la acción directa (art.
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49.2); ni, tampoco, la comunicación a los responsables en vía de
regreso de la falta de aceptación o de pago (art. 55.6). No obstante, el
verbo integrar se utiliza también, como se hacía antes de la entrada en
vigor de la LCCH, para designar la rehabilitación o convalidación de
un documento que nace con vocación de título ejecutivo pero que,
debido a la falta de algún requisito de carácter formal o, en general, a
la falta de diligencia del tenedor pierde su fuerza ejecutiva. El
mecanismo para lograr dicha convalidación consiste, normalmente, en
solicitar el reconocimiento judicial de la firma. De esta manera, el
acreedor conserva el privilegio de acceder al juicio ejecutivo, si bien
no gracias a un título cambiario, sino a un documento privado
reconocido (art. 1429.2° LEG). Esta transformación se hace patente en
el trámite de oposición a la ejecución.

Sin embargo, la anterior vía señalada para recuperar la eficacia
ejecutiva no es admitida de forma unánime por la doctrina y la
jurisprudencia. Frente a la defensa de la integración ejecutiva de una
letra de cambio perjudicada -pues en definitiva, contiene una
obligación de pagar una cantidad de dinero determinada-, se rechaza
que, a través del reconocimiento judicial, pueda aquélla recuperar la
condición de título ejecutivo. Esta postura se fundamenta en que la
orden de pago que figura en la letra de cambio no implica, aunque se
reconozca la firma, la existencia de la deuda; es decir, la aceptación (o
cualquier otra declaración cambiaria) no supone el reconocimiento de
una deuda actual, sino más bien el compromiso de pagar la letra una
vez se produzca el vencimiento. Por tanto, cabe señalar que entre la
letra de cambio y el documento privado, al que se refiere el art.
1429.2° LEC, existe una diferencia sustancial: sólo éste último-
acredita de forma inmediata, y con la sumariedad y el rigor que el
juicio ejecutivo exige, la existencia de una deuda.

UNDÉCIMA. Según se desprende del art. 1435 LEC, los
presupuestos de admisibilidad del juicio ejecutivo se refieren a la
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naturaleza de la deuda documentada, exigiéndose que se trate de una
deuda líquida, superior a 50.000 pesetas y que esté vencida. Aunque
con alguna particularidad ratione materiae, el juicio ejecutivo
cambiario también se encuentra sometido a estos presupuestos, cuya
efectiva existencia debe ser analizada de oficio por el Juez.

El juicio ejecutivo cambiario procede únicamente por deudas
pecuniarias líquidas', es decir, por deudas de suma o cantidad de
dinero fijada numéricamente o susceptible de determinación por un
simple cálculo aritmético. Ambos requisitos son exigidos no sólo por
la legislación procesal, sino por la legislación cambiaria: para que el
documento sea considerado letra de cambio, pagaré o cheque deberá
contener el mandato o la promesa de pagar una suma determinada de
dinero (cfr. arts. 1, 2, 94, 95, 106 y 107 LCCH). En ningún caso,
puede asimilarse el requisito de la liquidez de la deuda a su falta de
contestabilidad. Si así fuese, el resultado sería contrario a las normas
que regulan el juicio ejecutivo cambiario: la formalización de la
oposición a la ejecución despojaría al título cambiario de su fuerza
ejecutiva.

La cantidad líquida puede venir expresada en pesetas o en
moneda extranjera. El art. 1435.1.2° LEG subordina el despacho de la
ejecución en moneda extranjera a dos extremos que deben concurrir y
cuya presencia debe ser analizada de oficio por el Juez: la
convertibilidad admisión a cotización oficial y la autorización o
permisión legal de la obligación de pago en dicha moneda. Ahora
bien, la liquidez de la deuda en moneda extranjera no está
condicionada por los extremos citados, esto es, una deuda que se
expresa en una determinada suma en moneda extranjera es líquida ya
que su cuantía está fijada numéricamente. La admisión a cotización
oficial y la liberalización de la obligación de pago en moneda
extranjera tienen un significado meramente instrumental: hacer
posible la tramitación del juicio ejecutivo cambiario y procurar la
efectividad de los actos ejecutivos que se dicten. Si la moneda
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extranjera no estuviera admitida a cotización oficial, la conversión a
pesetas debería tener lugar en un incidente contradictorio similar al
regulado en los arts. 932 y ss. LEG. Ahora bien, un incidente de este
tipo no sólo no está previsto en el juicio ejecutivo, sino que el art.
1480.1 LEG lo prohibe.

El régimen vigente sobre control de cambios establecido por la
Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de Control
de Cambios, el Real Decreto 1816/1991, de 20 de diciembre, sobre
transacciones económicas con el exterior y las normas que los
desarrollan, se basa en la libertad plena y absoluta de las
transacciones con el exterior, así como de los cobros, pagos y
transferencias derivados de aquéllas. En este contexto, pierden gran
parte de su eficacia las normas contenidas en los arts. 1435.1.2° y
1436.2 LEC, que se dictaron cuando el sistema de control de cambios
estaba fuertemente intervenido, pues la práctica totalidad de las
transacciones exteriores, y sobre todo aquéllas para cuya ejecución se
libra una letra de cambio, pagaré o cheque, resultan legalmente
permitidas en España. Por consiguiente, solicitado el despacho de la
ejecución en moneda extranjera admitida a cotización oficial, el Juez
deberá acordarlo sin que deba aportarse la certificación a la que se
refiere el art. 1463.2 LEC.

La moneda extranjera en la que se expresa la suma cambiaria
debe estar admitida a cotización oficial, no sólo en el momento de
presentación de la demanda ejecutiva, sino en la fecha de libramiento
del título cambiario (cfr. arts. 1.2, 94.2 y 106.2 LCCH). La
autorización administrativa de la obligación de pago en moneda,
extranjera deberá acompañarse a la demanda ejecutiva siempre que la
transacción concreta con el exterior o la operación de cobro o de pago
que de ella resulte no se halle liberalizada. Ahora bien, la regularidad
administrativa de dichas transacciones u operaciones no incide en su
validez, tan sólo condiciona su eficacia.
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DUODECIMA. Los factores que han de ser computados para
alcanzar el límite de cuantía del juicio ejecutivo cambiario se
establecen en el art. 66 LCCH. En este precepto se concreta una de las
especialidades del juicio ejecutivo cambiario frente al ordinario, pues
en este último la cuantía ejecutiva es la que figura en el título
ejecutivo.

El Derecho cambiario regula unos supuestos que ocasionan la
pérdida de la fuerza ejecutiva del título cambiario aun cuando la suma
que en él conste sea superior al límite del juicio ejecutivo. Estos
supuestos son la aceptación parcial, el aval parcial, el pago parcial y
el descuento legal de la letra cuando se ejercita la acción de regreso
antes del vencimiento.

El art. 1435.2 LEG facilita el acceso al juicio ejecutivo al
permitir que el límite de cantidad se obtenga mediante la adición de
varios títulos ejecutivos. Este precepto autoriza, de forma específica
para el juicio ejecutivo, una acumulación objetiva de acciones,
prevista con carácter general en el art. 153 LEG. Por tanto, las
acciones que se acumulen contra el deudor podrán proceder de
diferentes títulos, aun cuando todos ellos deberán ser cambiarios. En
caso contrario se vulneraría lo dispuesto en el art. 154.3 LEG: el
juicio ejecutivo ordinario y el cambiario siguen distintos
procedimientos. Los arts. 67 y 68 LCCH determinan la tramitación
específica.

DECIMOTERCERA. El último de los presupuestos de
admisibilidad del juicio ejecutivo consiste en que haya vencido el
plazo para el cumplimiento de la obligación (art. 1435.3 LEC). La
acreditación del vencimiento de las letras de cambio y pagarés
librados a la vista o a un plazo desde la vista puede generar
importantes problemas. En concreto, las dificultades de la prueba del
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vencimiento de una letra de cambio o un pagaré librado a la vista
nacen cuando un obligado en vía de regreso inserta en el título la
cláusula "sin protesto". Aun cuando en este supuesto no quede fijado
de forma indubitada el vencimiento, el Juez debe entender, si se
solicita el despacho de la ejecución en fecha posterior a la emisión de
la letra de cambio o del pagaré, que la obligación ha vencido. Si los
títulos cambiarios no se presentaron al cobro o la presentación tuvo
lugar antes del plazo pactado, corresponde al ejecutado alegar y
probar estos extremos. La alegación de la falta de vencimiento podrá
fundamentarse, bien en el art. 67.2 LCCH -aunque forzando su
dicción-, bien en el precepto legal que de forma expresa establece el
requisito del vencimiento: art. 1435.3 LEG.

También con respecto a las letras de cambio y pagarés librados
a un plazo desde la vista con la cláusula "sin protesto" pueden surgir
dificultades en la exacta determinación del vencimiento. No obstante
en estos supuestos los problemas son de menor entidad, pues, el art.
40.2 LCCH contiene una norma destinada a establecer, en los casos
de aceptación sin fecha y en los que no se produce la aceptación, la
fecha inicial del plazo para la presentación al pago.

El Derecho cambiario prevé una excepción al vencimiento de la
deuda como presupuesto del despacho de la ejecución. Según dispone
el art. 50.2 LCCH el tenedor puede ejercitar la acción de regreso antes
del vencimiento. Los supuestos, a los que la LCCH limita la citada
facultad, deberán acreditarse cumplidamente para que el Juez pueda
despachar ejecución. En este ámbito, la acreditación del resultado
infructuoso del embargo, ha sido el extremo que ha generado más ,
controversia. A nuestro entender, el testimonio de la diligencia de
requerimiento de pago, embargo y citación de remate en el que conste
el resultado negativo del embargo constituye una acreditación
documental suficiente de la imposibilidad del aceptante o librado de
satisfacer el crédito cambiario.



573

En los supuestos contemplados en las letras b y c del art. 50.2
LCCH, los obligados en vía de regreso podrán obtener del Juez un
plazo para el pago que, en ningún caso, excederá del día del
vencimiento de la letra (art. 50.3 LCCH). Ante la falta de precisión de
la LCCH, entendemos que aun cuando la solicitud tenga lugar al
tiempo del requerimiento de pago, el embargo deberá trabarse (cfr.
art. 1442 LEC). El Juez resolverá de plano y dictará un auto
estimando o desestimando la petición del deudor. El auto estimatorio
suspenderá la tramitación del juicio ejecutivo cambiario aunque los
bienes del ejecutado permanecerán embargados. Contra este auto, el
ejecutante puede recurrir en apelación ya que el otorgamiento del
plazo le causa un perjuicio. En cambio, frente a la resolución
denegatoria del plazo no cabe recurso alguno. La suspensión del
juicio ejecutivo cambiario, o del procedimiento de apremio, será
también la consecuencia jurídica de la estimación de la petición del
ejecutado exteriorizada con posterioridad al requerimiento de pago.
Ahora bien, si se entiende que la solicitud de aplazamiento supone el
reconocimiento de la deuda, cabe sostener que el Juez no accederá a
la misma una vez se haya opuesto el ejecutado a la ejecución.

DECIMOCUARTA. El art. 57 LCCH sanciona el carácter solidario
de las obligaciones cambiarías y les otorga un régimen muy similar al
establecido en el CC. Así, el acreedor cambiario ostenta, según la
LCCH, un ius electionis y un ius variandi sin ningún tipo de límite.
Sin embargo, los límites surgen claramente cuando se analiza el modo
de hacer efectiva la responsabilidad cambiaria en el juicio ejecutivo.
En base al ius electionis, el acreedor cambiario puede dirigirse
individualmente contra algunos o todos los obligados cambiarios de
forma simultánea o sucesiva, o contra varios o todos conjuntamente, o
escoger a cualquiera de ellos, sin necesidad de observar el orden en
que se hubieran obligado. La imposibilidad del primer supuesto
citado de pluralidad de partes desde el inicio del juicio ejecutivo es
manifiesta: la LEC, con la excepción del título ejecutivo escritura
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pública, sólo atribuye fuerza ejecutiva al título original; por tanto, el
Juez ante quien se presente la segunda demanda ejecutiva no

despachará ejecución ya que el acreedor no podrá aportar con la
demanda el título eiecutivo.demanda el título ejecutivo.

Al dirigirse las acciones cambiarías frente a varios deudores se
crea un litisconsorcio pasivo. La economía de tiempo y esfuerzo

procesal que se consigue con el litisconsorcio es contrarrestada por

los problemas que genera en la sustanciación del juicio ejecutivo. Las

cuestiones surgen ya respecto de la competencia territorial, pues

puede suceder que la acumulación de acciones sea arbitraria, esto es,

sin otro fundamento que la privación del fuero al posible proponente

de una cuestión de competencia. En la demanda ejecutiva, el acreedor
puede indicar el orden a seguir en los requerimientos de pago. A falta

de dicha indicación, el Juez efectuará los requerimientos de pago

según su libre criterio, aunque, a nuestro entender, debería adecuarse

a los postulados del Derecho cambiario.

Aun cuando uno de los obligados cambiarios consigne la

cantidad reclamada, deben seguir sucediéndose los requerimientos de
pago y los embargos a los restantes litisconsortes, puesto que, en caso

contrario, la estimación de la excepción de carácter personal,

interpuesta por el deudor que consigna, podría impedir la satisfacción

del crédito del ejecutante en el proceso concreto. Por el mismo motivo

que acabamos de señalar, entendemos que, no atendido el

requerimiento de pago, debe practicarse el embargo a pesar de que

con los embargos anteriores se cubra la cantidad por la que se haya

despachado la ejecución.

El plazo para formalizar la oposición debe ser común a todos

los ejecutados. Con esta medida se evita la nulidad de los actos

procesales que, inevitablemente, tendría que decretarse si pagara

algún obligado cambiario requerido de pago con posterioridad, así

como la indefensión, que se produciría por la desigualdad en que se
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situaría al deudor, ya citado de remate, frente a los restantes obligados
cambiarlos.

La solidaridad cambiaría no impone un litisconsorcio pasivo
necesario (art. 57 LCCH); por tanto, en el supuesto de que exista una
pluralidad de litisconsortes, la causa residirá, exclusivamente, en la
voluntad del acreedor. Ahora bien, la eficacia de un acto individual de
un litisconsorte respecto a los demás litisconsortes no está
condicionada, solamente, por el carácter voluntario o necesario del
litisconsorcio, sino por la naturaleza de la relación jurídico-material
deducida en el proceso. En efecto, hemos constatado que la
solidaridad cambiaria exige en ocasiones una resolución única, un
fallo uniforme para todos los sujetos solidarios que han litigado. Por
ejemplo, los hechos impeditivos, extinti vos o excluy entes comunes
extienden su eficacia a todos los litisconsortes al servir de base a la
estimación de una excepción. Puede afirmarse, por consiguiente, que
la solidaridad cambiaria presenta manifestaciones del principio de
unicidad o inescindibilidad del fallo y puede englobarse en la figura
del litisconsorcio unitario: la relación jurídico-material deducida en el
juicio ejecutivo cambiario exige la unicidad del fallo respecto de las
personas que efectivamente han litigado, con independencia de que
hayan sido traídas al juicio necesariamente o por voluntad del
acreedor.

En el procedimiento de apremio la cuestión más compleja que
genera la pluralidad de ejecutados deriva de la realización forzosa de
los bienes embargados. Si se liquidan bienes de distintos ejecutados,
debe resolverse el problema de a quién se entrega el título cambiario
necesario para poder interponer, ulteriormente, la acción de
reembolso. La LCCH no niega en ninguna de sus normas, a los
ejecutados que hayan pagado, el derecho de ejercer la acción
cambiaria de reembolso por los cauces del juicio ejecutivo. Por tanto,
de conformidad con los principios del Derecho cambiario, el título
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ejecutivo debe entregarse, a nuestro entender, al ejecutado que libere
mayor número de responsables cambíanos.

Para el ejercicio del ius variandi, la LCCH no exige ni haber
hecho excusión en los bienes de los anteriores ejecutados, ni que éstos
sean insolventes. Tampoco es presupuesto del citado derecho el
desistimiento del juicio ejecutivo ya incoado. El único límite al que
está sometido el ius variandi es el cobro total del petitum. Sin
embargo, las previsiones de la norma material no bastan para permitir
el efectivo goce del tal derecho. La LEC impide que se multipliquen
las acciones ejecutivas, ya que, respecto de la letra de cambio, pagaré
y cheque no prevé ningún expediente que, a falta del título original,
tenga por finalidad la concesión de fuerza ejecutiva a un documento
supletorio. Cabe, pues, afirmar que la interposición de una acción
ejecutiva contra un obligado cambiario no supone una renuncia a la
facultad de solicitar el despacho de la ejecución frente a los demás
obligados si se acredita la insolvencia de aquél. En definitiva, el ius
variandi del art. 57.4 LCCH no puede diferir sustancialmente del
reconocido en el derogado art. 516 CCom.

DECIMOQUINTA. El alzamiento del embargo es el expediente
procesal, previsto por la LCCH, para compensar al deudor del
despacho de la ejecución en base a un simple documento privado, sin
que exista, por tanto, una elemental certeza de que la firma que figura
en el título corresponde efectivamente al ejecutado. Sin embargo, a
nuestro entender, la previsión de la LCCH no ha sido acertada ni para
el deudor -pues no puede eliminar el daño que ya le ha causado el
embargo-, ni para el acreedor -que lejos de fortalecer su posición
jurídica la debilita-. Respecto de este último la inseguridad es grave:
la LCCH obliga al Juez a despachar ejecución aunque se niegue la
autenticidad de la firma y, posteriormente, puede el mismo Juez
decretar el alzamiento del embargo sin fianza. Es decir, en ningún
caso, el alzamiento del embargo es apto para compensar la
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inexistencia de garantías suficientes que justifican el despacho de la
ejecución inaudita parte débitons. Por otra parte, tal medida aumenta,
de modo innecesario, el número de procesos especiales agudizando la
confusión e inseguridad que padece el justiciable ante la necesidad de
solicitar la tutela judicial de sus derechos. Sin olvidar que la
especialidad que, para el juicio ejecutivo cambiario, supone el
alzamiento del embargo afecta a su naturaleza ejecutiva.

Partiendo de un sistema en el que no es necesaria ningún tipo
de diligencia integradora del título ejecutivo, la suspensión de la
ejecución en los términos del art. 68 del Anteproyecto de Ley
Cambiaria y del Cheque de 1984 era, a nuestro parecer, una medida
más correcta, pues las garantías que aseguran la licitud de la ejecución
deben adoptarse antes de que ésta se despache, o en todo caso, antes
de proceder al embargo.

Por otro lado, si situamos el alzamiento del embargo en el
procedimiento en el que se inserta, se constata que el legislador ha
optado por una alternativa técnicamente errónea: introducir en el
curso de un procedimiento, completamente regulado, una especialidad
para cuando se ejercite la acción cambiaria. Esta técnica comporta un
grave riesgo que se traduce en la imposibilidad de acomodar la
especialidad al procedimiento ya establecido. Por ejemplo: la
simultaneidad de dos expedientes procesales que tienen un mismo fin
(el incidente de alzamiento del embargo y el de la oposición a la
ejecución) puede desembocar en dos resoluciones contradictorias; el
juicio ejecutivo cambiario, contrariamente a lo que sucede en todo
proceso de ejecución, no se suspende ni se extingue a pesar de que se
haya acordado el alzamiento genérico del embargo. En consecuencia,
si debido a la eliminación de diligencias que conceden una certeza
jurídica suficiente de la existencia de la deuda, se entiende que la
materia cambiaria exige un cauce procedimental específico, éste debe
ser totalmente elaborado.
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Además, la LCCH no regula la serie de actos procesales que
deben configurar la especialidad que sanciona. Este hecho ocasiona
una serie de dudas que surgen ya respecto a si es necesaria una
solicitud expresa de alzamiento del embargo, o basta con negar la
autenticidad de la firma o alegar la falta absoluta de representación. El
requisito del tiempo en el que puede solicitarse el alzamiento del
embargo debería de haberse precisado de forma más exacta. Se
cuestiona si el alzamiento del embargo da lugar a un verdadero
incidente en el que se debe proceder a la proposición y práctica de
prueba. La LCCH no atiende al sistema de fuentes del Derecho
procesal y deja al arbitrio del Juez la determinación de la serie de
actos procesales que deben configurar la "pieza separada". A nuestro
parecer, debe convocarse a las partes a una comparecencia en la que
cada una de ellas aportará la documentación que estime conveniente,
en base a la cual resolverá el Juez. Contra el auto que dicte el Juez
cabe recurso de apelación directo que se admitirá en un solo efecto.
Aunque se entienda que basta una mera acreditación de las causas que
pueden dar lugar al alzamiento de la traba es prácticamente imposible,
en la mayoría de los casos, lograrla. Y, si en algún supuesto se está en
posesión de documentación que haga prueba plena de la falsedad de
la firma o de la falta absoluta de representación, lo que deviene
superfluo es la continuación del proceso de ejecución. En cuanto a la
caución, debemos señalar dos aspectos negativos de su regulación: su
no imposición inexcusable y la omisión de elementos objetivos que
faciliten su cálculo.

En definitiva, en la valoración crítica de la oportunidad
legislativa del alzamiento del embargo late la constatación de que las
diligencias preparatorias de la ejecución son ineludibles cuando el
título ejecutivo es un documento privado. Es decir, la autenticidad de
las firmas, la certeza jurídica de la existencia de la deuda, debe
asegurarse antes del despacho de la ejecución.
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DECIMOSEXTA. Las modificaciones impuestas por la LCCH en

sede de oposición a la ejecución se circunscriben a los motivos o

causas de oposición y a los medios de prueba. En esta materia, la

LCCH deroga el art. 1465 LEC y declara inaplicable al juicio
ejecutivo cambiario lo previsto en el art. 1464 y en los núms. 1 y 2 del
art. 1467 LEC.

De la incidencia en el ámbito procesal del art. 67 LCCH y de la

exclusión de preceptos relativos a la nulidad del juicio ejecutivo

cambiario que la citada norma decreta, no puede inferirse que las
únicas excepciones procesales admisibles son las previstas en los

núms. 3 y 4 del art. 1467 LEC. Sería contraria a los principios y

garantías procesales, vulnerando en consecuencia los derechos

reconocidos en el art. 24 CE, la prohibición de poner de manifiesto la

ausencia de los presupuestos procesales que han de concurrir en todo

proceso bien sea de declaración, bien de ejecución. En este sentido, el

ejecutado puede fundar su oposición a la ejecución en la falta de

presupuestos procesales de carácter general -relativos a la jurisdicción
o a la personalidad- o específicos del juicio ejecutivo cambiario, así

como en la existencia de obstáculos u óbices procesales, que se

correspondan con su naturaleza.

El art. 67 LCCH ha introducido cambios importantes en el

tratamiento de las excepciones cambiarlas. Estos cambios responden

esencialmente a las pretensiones de la doctrina mercantil dirigidas a
establecer un único régimen de excepciones cualquiera que sea la vía
procesal utilizada por el acreedor cambiario. Por consiguiente, puede

afirmarse que el art. 67 LCCH sustituye al art. 1465 LEC. Sin

embargo, esta sustitución comporta disfunciones en el juicio ejecutivo

cambiario, pues olvida que el art. 1465 LEC se aplicaba a un proceso

de ejecución especial y sumario.

En efecto, la razón de la limitación de las excepciones

materiales y de los medios de prueba establecida en el art. 1465 LEC
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residía en la naturaleza del juicio ejecutivo cambiario. Esto se
constata ya en la Ley de 1360, en la que el carácter sumario del
incidente de oposición a la ejecución se pone de relieve en la
enumeración de las excepciones y en la restricción de los medios de
prueba. Desde esta perspectiva, puede afirmarse que el art. 67 LCCH,
pero sobre todo la pasividad del legislador procesal, no sólo rompe
con una tradición histórica, sino que puede alterar de forma sustancial
la naturaleza del juicio ejecutivo cambiario. Es decir la inexistencia
de límites de tenor procesal a la alegación de excepciones puede
provocar la pérdida del carácter sumario del incidente de oposición a
la ejecución. Ello significaría que, de acuerdo con la jurisprudencia
del Tribunal Supremo correctora del art. 1479 LEG, muy pocas
cuestiones podrían discutirse en el proceso plenario posterior.

Sin embargo debe repararse en que la sustanciación del
incidente de oposición a la ejecución no ha sido modificada. Incluso
se mantiene el mismo plazo para la práctica de la prueba que el
previsto en las leyes de 1360 y 1396 -9/10 días (art. 1469 LEG)-, en
el que es difícil analizar aquellos hechos que requieren una prueba
compleja. Por este motivo, se exigía que la quita, la espera y la
compensación se acreditaran por documento público o privado
reconocido. Tampoco se ha llevado a cabo una reforma importante del
juicio ejecutivo cambiario (salvo la producida por el art. 68 LCCH).
Es decir, el juicio ejecutivo cambiario presenta una estructura propia
de un proceso de ejecución, en el que se inserta un incidente
declarativo de naturaleza sumaria. Basándose en dicha naturaleza, el
Tribunal Supremo y las Audiencias declaran, tras la entrada en vigor
de la LCCH, que no puede discutirse en dicho proceso determinadas
excepciones (v.gr. exceptio non rite adimpleti contractus) que exigen
un juicio exhaustivo y amplio del contrato subyacente. Estas
cuestiones, así como los problemas de fondo o de Derecho material
sobre la existencia o exigibilidad del crédito quedan reservadas al
juicio declarativo ordinario posterior. El art. 1479 está todavía
vigente.
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